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RECURSO DE INCONFORMIDAD. 

                                                                                                        RECURRENTE: XXXXXXXXXX.

         
                                                                                          UNIDAD DE ACCESO: TRIBUNAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEL PODER JUDICIAL.
                                                                               EXPEDIENTE: 130/2016.

Mérida, Yucatán, a treinta de agosto de dos mil dieciséis. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
VISTOS: Para resolver el recurso de inconformidad interpuesto por el C. XXXXXXXXXX, mediante el cual impugnó la negativa ficta por parte de la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, recaída a la solicitud marcada con el número de folio 31216. - - - - - - - - 
A N T E C E D E N T E S 

PRIMERO.- De las manifestaciones vertidas por el C. XXXXXXXXXX, en fecha dos de marzo de dos mil dieciséis, presentó una solicitud ante la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, en la cual requirió lo siguiente:

“DESEO QUE ME INFORME LA FECHA Y EL CARGO QUE OCUPÓ LA C. SONIA CARMONA DZUL AL MOMENTO DE INGRESAR AL PODER JUDICIAL, ASÍ COMO EL MÉTODO DE SELECCIÓN O PROCEDIMIENTO APLICADO MEDIANTE EL CUAL SELECCIONARON A LA REFERIDA PARA OCUPAR EL CARGO MATERIAL DE PROYECTISTA ADSCRITA AL JUZGADO CUARTO MIXTO DE LO CIVIL Y FAMILIAR DEL PRIMER DEPARTAMENTO JUDICIAL DEL ESTADO. EN CASO, DE QUE SE HAYA APLICADO UN EXAMEN PARA ELLO, REQUIERO COPIA SIMPLE DE LOS RESULTADOS OBTENIDOS EN EL REFERIDO EXAMEN POR DICHA FUNCIONARIA. ASÍ MISMO DESEO QUE ME INFORMEN EL NÚMERO DE EXPEDIENTES QUE ACTUALMENTE TIENE A SU CARGO. REQUIERO COPIA SIMPLE DE LOS RECIBOS DE NÓMINA DE LA C. SONIA CARMONA DZUL, CORRESPONDIENTE AL MES DE ENERO DE LOS AÑOS 2012, 2013 Y 2016.  DE IGUAL FORMA DESEO QUE ME INDIQUEN EL GRADO DE AFINIDAD Y/O PARENTESCO ENTRE LA C. SONIA CARMONA DZUL Y LA JUEZ RITA ELVIA ORTIZ NOH. DE HABER EXISTIDO LA CONVOCATORIA PARA OCUPAR EL CARGO DE PROYECTISTA ADSCRITA AL JUZGADO CUARTO MIXTO DE LO CIVIL Y FAMILIAR DEL PRIMER DEPARTAMENTO JUDICIAL DEL ESTADO, DESEO COPIA SIMPLE DE LA MISMA, O BIEN, LAS FECHAS EN LAS QUE FUE PUBLICADA Y LOS MEDIOS EN LOS QUE SE PUBLICÓ. DE NO HABER EXISTIDO CONVOCATORIA Y/O PROCEDIMIENTO PARA OCUPAR EL CARGO DE PROYECTISTA ADSCRITA AL JUZGADO CUARTO MIXTO DE LO CIVIL Y FAMILIAR DEL PRIMERO (SIC) DEPARTAMENTO JUDICIAL DEL ESTADO, REQUIERO QUE ME INDIQUEN LA LEGISLACIÓN Y/O REGLAMENTO Y/O MOTIVO MEDIANTE EL CUAL FUE PROPUESTA LA C. SONIA CARMONA DZUL PARA OCUPAR MATERIALMENTE DICHO CARGO A LA C. SONIA CARMONA DZUL.”
SEGUNDO.- En fecha treinta y uno de marzo del presente año, el C. XXXXXXXXXX, interpuso recurso de inconformidad a través del Sistema de Acceso a la Información (SAI) contra la resolución emitida por parte de la Unidad de Acceso constreñida, recaída a la solicitud de acceso marcada con el número de folio 31216, aduciendo lo siguiente:

“LA AUTORIDAD NO DIÓ (SIC) RESPUESTA A LA SOLICITUD (SIC)” 
TERCERO.- Mediante auto emitido el día cinco de abril del año en curso, se acordó tener por presentado al C. XXXXXXXXXX, con el recurso de inconformidad descrito en el antecedente SEGUNDO, toda vez que reunió los requisitos que establece el artículo 46 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán vigente; y no se actualizó ninguna de las causales de improcedencia de los medios de impugnación establecidas en el numeral 49 B de la Ley en cita, se admitió el presente recurso.
CUARTO.- En fecha ocho de abril del año que transcurre, se notificó personalmente a la  autoridad, el proveído descrito en el antecedente que precede, y a su vez, se le corrió traslado, para efectos que dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la notificación del citado auto, rindiera Informe Justificado de conformidad con lo señalado en el artículo 48 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán; asimismo, en lo que respecta al recurrente la notificación se realizó a través del ejemplar del Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán marcado con el número 33, 088, el dieciocho del citado mes y año.
QUINTO.- El día catorce de abril del año que nos ocupa, el Titular de la Unidad de Acceso recurrida mediante oficio de fecha doce del propio mes y año, y anexos, rindió Informe Justificado, declarando sustancialmente lo siguiente:

“…
PRIMERO.- SE SEÑALA EXPRESAMENTE QUE LOS HECHOS SEÑALADOS A LA QUEJA SON PARCIALMENTE CIERTOS EN CUANTO A QUE EL DOS DE MARZO DE DOS MIL DIECISÉIS LA UNIDAD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA RECIBIÓ UNA SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA REGISTRADA BAJO EL FOLIO 31216, CON NOMBRE DE SOLICITANTE SEÑALADO FUE XXXXXXXXXX, SIENDO QUE A ESTA AUTORIDAD NO LE CORRESPONDE LA SOLICITUD CON NÚMERO DE FOLIO 61116, YA QUE ES INEXISTENTE EN NUESTROS ARCHIVOS, EN VIRTUD QUE NO SE ENCUENTRA EL FOLIO 61116 ENTRE LOS FOLIOS DE SOLICITUDES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEL PODER JUDICIAL.
SEGUNDO.-… SE CONSIDERA QUE EL RECURSO DE INCONFORMIDAD RESPECTO A LA RESPUESTA DE LA SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA CON FOLIO 61116 ES UNA SOLICITUD INEXISTENTE EN LOS ARCHIVOS DE ESTA AUTORIDAD, POR LO CUAL, POR LO QUE CORRESPONDE A LA SOLICITUD CON FOLIO 61116 EL PRESENTE RECURSO DE INCONFORMIDAD 130/2016  ES IMPROCEDENTE POR LO TANTO DEBIESE SOBRESEERSE, POR NO TRATARSE DE ALGÚN SUPUESTO DEL ARTÍCULO 45 DADO QUE LA SOLICITUD RECLAMADA ES INEXISTENTE.

…
SEGUNDO (SIC).- DADO QUE SE LE DIO RESPUESTA EN TIEMPO Y FORMA A LA SOLICITUD CON NÚMERO DE FOLIO 312016 DE FECHA DOS DE MARZO DE DOS MIL DIECISÉIS DEL C. XXXXXXXXXX EL SIETE DE MARZO DE DOS MIL DIECISÉIS LA NEGATIVA FICTA NO SE CONFIGURA, EN VIRTUD DE QUE SE DIO RESPUESTA EN TIEMPO Y FORMA A LA SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 31216.
…” 
SEXTO.- Por acuerdo de fecha veinte de abril de dos mil dieciséis, se tuvo por presentado al Titular de la Unidad de Acceso constreñida con el oficio sin número de fecha doce del citado mes y año, y anexos, mediante el cual rindió Informe Justificado; asimismo, mediante el informe en cuestión, el Titular de la Unidad de Acceso compelida, hizo del conocimiento de éste Órgano Colegiado, que en fecha dos de marzo del presente año, el particular realizó una solicitud de acceso ante la citada Unidad de Acceso, mediante la cual requirió información que alude en el presente recurso de inconformidad, siendo el caso que la mencionada solicitud fue asignada con el folio número 31216, y no el señalado por el particular, máxime que el folio resultó inexistente en los archivos de la Unidad de Acceso que nos ocupa, en tal virtud, se determina que el folio de la solicitud de acceso impugnado por el hoy recurrente es el marcado con el número 31216, y que versó en un simple error mecanográfico al haber señalado el folio número 61116; establecido lo anterior, del estudio efectuado al Informe de referencia, se coligió que la intención del Titular de la Unidad de Acceso aludida versó en negar la existencia del acto reclamado, es decir, la negativa ficta recaída a la solicitud de acceso marcada con el número de folio 31216, pues manifestó expresamente que previo a la interposición del recurso de inconformidad hizo del conocimiento del impetrante la determinación mediante la cual declaró la inexistencia de la información requerida, a través del SAI, por lo que dicha Institución no se configuró, la cual remitió para acreditar su dicho; así, se advirtió que en los casos en que la autoridad al rendir su Informe Justificado niegue el acto reclamado, lo procedente sería dar vista al ciudadano para que acreditara su existencia con la documental idónea, es decir, la carga de la prueba correría a cargo del recurrente; empero, dicha hipótesis normativa se refiere únicamente a actos positivos emitidos o efectuados por la autoridad, situación que no aconteció en la especie, pues tal y como quedó asentado, el acto impugnado en el asunto que nos ocupa, es la negativa ficta, es decir, un acto de naturaleza negativa u omisiva, por lo tanto, resultó evidente que la carga de la prueba es para demostrar su existencia no le correspondía a la parte recurrente, sino que es la autoridad responsable a la que le toca comprobar que no incurrió en este; consecuentemente, esta autoridad sustanciadora no procedió a requerir a al particular, sino a valorar las pruebas aportadas por la recurrida con la finalidad de establecer si incurrió o no en la negativa ficta; de igual manera, a fin de patentizar la garantía de audiencia, se corrió traslado al C. XXXXXXXXXX, de unas constancias y dar vista de otras, a fin que en el término de tres días hábiles siguientes al en que surtiera efectos la notificación respectiva, manifestara lo que a su derecho conviniere, bajo el apercibimiento que en caso contrario se tendría por precluído su derecho.
SÉPTIMO.- El día cuatro de mayo del año que corre, través del ejemplar del Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, marcado con el número 33, 101, se notificó tanto a la recurrida como al recurrente el auto descrito en el antecedente SEXTO.
OCTAVO.- Por acuerdo de fecha trece de mayo del presente año, en virtud que el particular no realizó manifestación alguna con motivo del traslado y de la vista que se le diere del Informe Justificado y diversas constancias, y toda vez que el plazo otorgado para tales efectos feneció, se declaró precluído su derecho; consecuentemente, se hizo del conocimiento de las partes su oportunidad para que formularan alegatos dentro del término de cinco días hábiles siguientes al en que surtiera efectos la notificación del mencionado auto.
NOVENO.- El día veintisiete de mayo del año en curso, a través del ejemplar del Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, marcado con el número 33, 116, se notificó a las partes el proveído reseñado en el antecedente OCTAVO.
DÉCIMO.- En fecha ocho de junio del año actual, en virtud que ninguna de las partes realizó manifestación alguna a través de la cual rindieran alegatos, y toda vez que el término concedido para tales efectos feneció, se declaró precluído su derecho; ulteriormente, se les dio vista que esta Máxima Autoridad emitiría resolución definitiva dentro del término de cinco días hábiles siguientes al de la notificación del auto que nos ocupa.
UNDÉCIMO.- El día veinticinco de agosto de dos mil dieciséis, a través del ejemplar del Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, marcado con el número 33, 177, se notificó a las partes el proveído reseñado en el segmento DÉCIMO.
C O N S I D E R A N D O S
PRIMERO.- Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, vigente a la fecha de interposición del presente medio de impugnación, el Instituto Estatal de Acceso a la Información Pública, ahora Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, de conformidad al Decreto 380/2016 por el que se modifica la Constitución Política del Estado de Yucatán, publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, marcado con el número 33, 090, el día veinte de abril de dos mil dieciséis, es un organismo público autónomo, especializado e imparcial, con personalidad jurídica y patrimonio propio, encargado de garantizar el derecho de acceso a la información pública y protección de datos personales.

SEGUNDO.- Que el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, tiene como objeto garantizar y promover el acceso a la información pública que generen y que tengan en su poder las dependencias, entidades y cualquier otro organismo del gobierno estatal y municipal, o los que la legislación reconozca como entidades de interés público, vigilando el cumplimiento de la Ley de la Materia y difundiendo la cultura del acceso a la información pública. 

TERCERO.- Que el Órgano Colegiado, es competente para emitir las resoluciones de los recursos de inconformidad que hubieren sido interpuestos previo a la entrada en vigor de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán, según lo dispuesto en el artículo segundo transitorio de la referida norma.

CUARTO.- Del estudio efectuado a las constancias que obran en autos del presente expediente, se deduce que el acto impugnado por el C. XXXXXXXXXX, versa en la negativa ficta atribuida a la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, que a su juicio se configuró el día diecisiete de marzo de dos mil dieciséis.
 Al respecto, la recurrida en su Informe Justificativo de fecha doce de abril del año en curso, negó la existencia del acto reclamado - en la especie - la negativa ficta argüida por el ciudadano, exponiendo que el día siete de marzo del propio año, emitió y notificó al recurrente, la resolución expresa recaída a la solicitud de acceso que le fuere presentada el día dos de marzo de dos mil dieciséis.
En este sentido, en el presente caso se analizará, en primera instancia, los elementos aportados por la autoridad para acreditar la inexistencia del acto reclamado, previo establecimiento de la naturaleza jurídica de la negativa ficta y la resolución expresa, sus diferencias, y así estar en aptitud de entrar al estudio del fondo del asunto.

QUINTO.- En primer lugar, cabe precisar que de la interpretación sistemática efectuada a los artículos 42, 43 y 45 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, vigente a la fecha de la interposición del medio de impugnación que nos ocupa, se desprende que: a) la resolución negativa ficta es el sentido de la respuesta que la Ley presume ha recaído a una solicitud formulada por escrito por persona interesada, cuando la autoridad no la contesta ni resuelve en el término que la propia norma establece; b) que el objeto de esta figura es evitar que el solicitante se vea afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la autoridad que legalmente debe resolver, rompiendo la vaguedad derivada de la conducta de abstención asumida por ésta, de modo que al transcurrir cierto tiempo desde la presentación de la solicitud, el legislador consideró que esa actitud pasiva del órgano de autoridad hace presumir que su decisión es en sentido negativo; y c) que la razón de la creación del derecho del solicitante para impugnar la resolución ficta, es garantizarle que se entrará al estudio de fondo sobre la procedencia o negativa al acceso de la información solicitada.

Por su parte los artículos 37, fracción III, y 45, fracciones I y II de la Ley en cita, prevén la existencia de la resolución expresa recaída a una solicitud en la cual se otorgará el acceso o no a la información solicitada por un ciudadano.

De lo antes dicho, se advierten dos instituciones jurídicas por las cuales cualquier Unidad de Acceso a la Información Pública puede dar respuesta a un particular, la primera (negativa ficta) mediante la cual el silencio de la autoridad presume que se negó el acceso a la información, y la segunda (resolución expresa) en la que se ordenará o no la entrega de la información solicitada.

En el mismo orden de ideas, la resolución expresa y la negativa ficta, no son una misma resolución, pues la primera existe en forma distinta e independiente de la segunda, siendo por tanto dos actos diversos de la autoridad, en otras palabras, ambas tienen existencia jurídica propia y, en consecuencia, no es dable admitir que por existir una exista la otra.

Robustece lo anterior, en su parte conducente, la conclusión a la cual arribó la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sobre la diferencia existente entre la negativa ficta y la resolución negativa expresa, en la jurisprudencia visible en la página 77 del Tomo II, Julio de 1995, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Novena Época, la cual se aplica por analogía al presente asunto, cuyo rubro es el siguiente: 

“NEGATIVA FICTA Y NEGATIVA EXPRESA EN MATERIA FISCAL, RECAIDAS (SIC) A LA MISMA PETICION (SIC). SON RESOLUCIONES DIVERSAS CON EXISTENCIA PROPIA E INDEPENDIENTE PARA EFECTOS DEL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD. 

CONFORME AL ARTÍCULO 37 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, LA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA ES EL SENTIDO DE LA RESPUESTA QUE LA LEY PRESUME HA RECAÍDO A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO FORMULADO POR ESCRITO POR UN PARTICULAR, CUANDO LA AUTORIDAD OMITE RESOLVERLO EN EL PLAZO PREVISTO POR EL CITADO NUMERAL. SU OBJETO ES EVITAR QUE EL PETICIONARIO SE VEA AFECTADO EN SU ESFERA JURÍDICA ANTE EL SILENCIO DE LA AUTORIDAD QUE LEGALMENTE DEBE EMITIR LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE, DE SUERTE QUE SE ROMPA LA SITUACIÓN DE INDEFINICIÓN DERIVADA DE LA ABSTENCIÓN, PUDIENDO EN CONSECUENCIA INTERPONER LOS MEDIOS DE DEFENSA PREVISTOS POR LA LEY, COMO LO ES EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN; CON ELLO, ADEMÁS, SE PROPICIA QUE LA AUTORIDAD, EN SU CONTESTACIÓN, HAGA DE SU CONOCIMIENTO LOS FUNDAMENTOS Y MOTIVOS DE ESA RESOLUCIÓN, TENIENDO DE ESTA FORMA OPORTUNIDAD DE OBJETARLOS. LA CONFIGURACIÓN DE LA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA, DA AL INTERESADO EL DERECHO DE COMBATIRLA ANTE EL ÓRGANO CORRESPONDIENTE DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, Y SI YA PROMOVIDO EL JUICIO DE NULIDAD, LA AUTORIDAD EMITE LA RESOLUCIÓN NEGATIVA EXPRESA, QUE TAMBIÉN ES IMPUGNADA ANTE EL MISMO ÓRGANO JURISDICCIONAL, ÉSTE DEBE PRONUNCIARSE RESPECTO DE AMBAS Y NO SOBRESEER RESPECTO DE LA EXPRESA ADUCIENDO LAS CAUSALES DE IMPROCEDENCIA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 202, FRACCIONES III Y XI, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, LAS QUE NO OPERAN POR SER RESOLUCIONES DIVERSAS QUE TIENEN EXISTENCIA JURÍDICA PROPIA E INDEPENDIENTE UNA DE LA OTRA. DE OTRO MODO, EN VIRTUD DEL EFECTO DEL SOBRESEIMIENTO -DEJAR LAS COSAS COMO ESTABAN-, SE DARÍA PAUTA A LA AUTORIDAD PARA QUE EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES COACTIVAS, EJECUTARA LA RESOLUCIÓN EXPRESA.

CONTRADICCIÓN DE TESIS 27/90. SUSCITADA ENTRE EL SEXTO Y PRIMER TRIBUNALES COLEGIADOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO Y LOS TRIBUNALES COLEGIADOS CUARTO Y QUINTO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL MISMO CIRCUITO. 16 DE JUNIO DE 1995. CINCO VOTOS. PONENTE: JUAN DÍAZ ROMERO. SECRETARIO: JACINTO FIGUEROA SALMORÁN.

TESIS DE JURISPRUDENCIA 26/95. APROBADA POR LA SEGUNDA SALA DE ESTE ALTO TRIBUNAL, EN SESIÓN PÚBLICA DE DIECISÉIS DE JUNIO DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CINCO, POR UNANIMIDAD DE CINCO VOTOS DE LOS SEÑORES MINISTROS: PRESIDENTE JUAN DÍAZ ROMERO, GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL, MARIANO AZUELA GÜITRÓN, GUILLERMO I. ORTIZ MAYAGOITIA Y SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO.”

SEXTO.- EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO.- Establecido que la negativa ficta y la resolución expresa son actos jurídicos diversos, en el presente Considerando se analizará si se configuró la negativa ficta atribuida a la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, por el impetrante o, si por el contrario, la autoridad obligada consiguió acreditar con sus gestiones la inexistencia del acto reclamado.
La Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, al rendir su Informe Justificado, negó la existencia del acto reclamado precisando que el día siete de marzo de dos mil dieciséis emitió resolución a través de la cual dio respuesta a la solicitud de acceso registrada bajo el folio 31216.

En el mismo sentido, toda vez que en el presente asunto el acto impugnado (negativa ficta) es de naturaleza negativa u omisiva, dicho de otra forma, el particular no tuvo conocimiento de la resolución recaída a la solicitud que efectuó ante la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, es evidente que la carga de la prueba para demostrar la inexistencia del acto reclamado no le corresponde a la parte recurrente, sino que es a la autoridad responsable a la que le toca comprobar que no incurrió en éste.
Para mayor claridad, cabe señalar que el segundo párrafo del artículo 48 de la Ley de la Materia establece que en el supuesto que la Unidad de Acceso a la Información Pública niegue la existencia del acto reclamado que se recurre, se dará vista a la parte recurrente para que dentro del término de tres días hábiles acredite la existencia de ese acto a través de prueba documental y, en caso que el recurrente sea omiso, el medio de impugnación debiere sobreseerse, y aun cuando dicho numeral no aclara expresamente si se trata de un acto positivo o negativo, se infiere que hace alusión a los positivos por atribuir la carga de la prueba al particular, pues en el supuesto contrario, es decir, que el acto reclamado sea negativo, la carga de la prueba estará a cargo de la recurrida; tan es así, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar diversos numerales de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consideró que si bien la regla general establece que la carga de la prueba cuando la autoridad niegue el acto reclamado en los Informes Justificados recaerá al particular, lo cierto es que en los casos que se trate de actos negativos u omisivos, la probanza estará a cargo de la autoridad; y toda vez que existe similitud entre los supuestos previstos por la citada Ley y las disposiciones señaladas en la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, pues en ambos casos 1) los procedimientos previstos en dichas normas inician a instancia de parte (demanda de Amparo y Recurso de Inconformidad), 2) las autoridades deben rendir Informe Justificativo en el cual pueden negar o aceptar la existencia del acto reclamado, y 3) remitir las constancias de ley que se conforman con dicho acto y sus antecedentes, es por ello que ante la identidad de circunstancias entre estos supuestos, se les pueda dar el mismo tratamiento.


En este sentido, se concluye que en la especie corresponde a la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, acreditar la inexistencia del acto que el recurrente reclama, en razón que éste es un acto omisivo ya que versa en una negativa ficta atribuida a la referida Unidad de Acceso, y la autoridad negó su existencia al rendir su Informe Justificado.
Lo anterior encuentra sustento, en el Criterio marcado con el número 13/2011, emitido por la Secretaria Ejecutiva del Instituto Estatal de Acceso a la Información Pública, publicado a través del Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, en fecha diecinueve de diciembre de dos mil once, el cual es compartido y validado por este Órgano Colegiado, mismo que versa literalmente en lo siguiente: 
“ACTO RECLAMADO NEGATIVO. CUANDO SE NIEGUE, LA CARGA DE LA PRUEBA ESTARÁ A CARGO DE LA AUTORIDAD. LA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE YUCATÁN, ESTABLECE EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 48 QUE EN EL SUPUESTO QUE LA AUTORIDAD AL RENDIR SU INFORME JUSTIFICADO NIEGUE EL ACTO RECLAMADO, LA SECRETARIA EJECUTIVA DARÁ VISTA AL PARTICULAR PARA QUE DENTRO DEL TÉRMINO DE TRES O CINCO DÍAS HÁBILES, SEGÚN SEA EL CASO, ACREDITE SU EXISTENCIA, ES DECIR, LA CARGA DE LA PRUEBA CORRERÁ A CARGO DEL RECURRENTE; AHORA, NO OBSTANTE QUE EL REFERIDO NUMERAL NO SEÑALE EXPRESAMENTE SI LOS ACTOS SON DE NATURALEZA POSITIVA O NEGATIVA, ES INCONCUSO QUE HACE ALUSIÓN A LOS PRIMEROS, LO ANTERIOR EN RAZÓN QUE ASÍ LO DETERMINÓ LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN LA JURISPRUDENCIA VISIBLE EN LA PÁGINA 8, DEL TOMO VI PARTE, DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y SU GACETA; SÉPTIMA ÉPOCA CUYO RUBRO ES ACTO RECLAMADO NEGATIVO. LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEBE COMPROBAR QUE CUMPLIÓ LOS REQUISITOS QUE SE LE RECLAMAN, AL INTERPRETAR DIVERSAS DISPOSICIONES NORMATIVAS DE LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SIMILARES A LAS DISPUESTAS EN LA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE YUCATÁN, PUES AMBOS CUERPOS NORMATIVOS DISPONEN QUE 1) LOS PROCEDIMIENTOS PREVISTOS EN DICHAS NORMAS INICIAN A INSTANCIA DE PARTE (DEMANDA DE AMPARO Y RECURSO DE INCONFORMIDAD), 2) LAS AUTORIDADES DEBEN RENDIR INFORME JUSTIFICATIVO EN EL CUAL PUEDEN NEGAR O ACEPTAR LA EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO, Y 3) REMITIR LAS CONSTANCIAS DE LEY QUE SE CONFORMAN CON DICHO ACTO Y SUS ANTECEDENTES; POR LO TANTO, ATENDIENDO A LA INTERPRETACIÓN ANALÓGICA SE CONCLUYE QUE SI BIEN LA REGLA GENERAL ESTABLECE QUE LA CARGA DE LA PRUEBA CUANDO LA AUTORIDAD NIEGUE EL ACTO RECLAMADO EN LOS INFORMES JUSTIFICADOS RECAERÁ AL PARTICULAR, LO CIERTO ES QUE EN LOS CASOS QUE SE TRATE DE ACTOS NEGATIVOS U OMISIVOS LA PROBANZA ESTARÁ A CARGO DE LA AUTORIDAD.

ALGUNOS PRECEDENTES:

RECURSO DE INCONFORMIDAD 151/2011, SUJETO OBLIGADO: MÉRIDA, YUCATÁN.”
En el mismo orden de ideas, conviene precisar que del análisis de las constancias presentadas por la autoridad en su Informe Justificativo, se concluye que no comprobó la inexistencia del acto reclamado.
Se afirma lo anterior, pues si bien la Unidad de Acceso obligada, con su Informe Justificativo y constancias adjuntas acreditó que previo a la interposición del Recurso de Inconformidad al rubro citado, emitió resolución expresa con la intención de demostrar que la negativa ficta no se había configurado, lo cierto es que de las propias constancias únicamente se observa la existencia de la determinación de fecha siete de marzo de dos mil dieciséis, mas no se advierte la relativa a la notificación efectuada al C. XXXXXXXXXXX; en tal virtud, aun cuando hubiera emitido una resolución dentro del plazo establecido en la Ley de la Materia, esto no resulta suficiente para considerar que no hubiera lugar a la negativa ficta, pues no realizó la notificación respectiva, lo cual resulta indispensable para que en la especie el acto no se configurara, es decir, tuvo que hacerse del conocimiento del particular; tan es así, que la Ejecutoria por contradicción de tesis dictada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que diera origen a la tesis cuyo rubro es NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN) establece los principios básicos para que se configure el silencio administrativo (negativa ficta), destacándose los que se consideran esenciales del mismo, para cumplir las finalidades para las que fue instaurado, los cuales son:

“…

LOS PRINCIPIOS SON, BÁSICAMENTE:

A) QUE SE FORMULE ALGUNA PETICIÓN ANTE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.

ES OBVIO QUE PARA QUE PUEDA PRODUCIRSE UNA DENEGACIÓN PRESUNTA, ES NECESARIO QUE SE FORMULE UNA PETICIÓN, EN EL MÁS AMPLIO SENTIDO: PETICIÓN, RECLAMACIÓN O RECURSO.

B) TRANSCURSO DEL PLAZO.

EN EL ORDENAMIENTO MEXICANO ÚNICAMENTE SE EXIGE EL TRANSCURSO DEL PLAZO FIJADO POR LAS LEYES.

C) INACTIVIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN.

LO CORRECTO ES ENTENDER QUE LA DENEGACIÓN PRESUNTA SE PRODUCE SIEMPRE QUE NO SE PRODUZCA NOTIFICACIÓN, ABSTRACCIÓN HECHA DE QUE HUBIERA RECAÍDO O NO LA RESOLUCIÓN. LO ÚNICO QUE PUEDE IMPEDIR QUE SE PRESUMA DENEGADA LA PETICIÓN ES LA NOTIFICACIÓN -AL QUE LA FORMULÓ- DE LA RESOLUCIÓN EXPRESA.”

Consecuentemente, se colige que si la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, hubiera hecho del conocimiento del hoy inconforme la resolución que emitió, siempre y cuando lo hubiere efectuado antes de la interposición del presente medio de impugnación por parte del impetrante, habría impedido que se presuma denegada la petición de acceso a la información.

Robustece lo anterior, la Tesis aislada emitida por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa del Primer Circuito localizable en la página 55 del Semanario Judicial de la Federación; Séptima Época, aplicable por analogía al presente asunto, que establece:
“NEGATIVA FICTA. LA RESOLUCION EXPRESA NO NOTIFICADA, HACE PROCEDENTE EL JUICIO DE NULIDAD. 

SI LA AUTORIDAD DEMANDADA SOLICITA EL SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO DE NULIDAD, PORQUE SÍ DIO CONTESTACIÓN A LA SOLICITUD PLANTEADA POR LA ACTORA Y LA SALA FISCAL CORRECTAMENTE NEGÓ EL CITADO SOBRESEIMIENTO PORQUE EN AUTOS NO SE ACREDITÓ QUE AQUELLA CONTESTACIÓN HUBIESE SINO NOTIFICADA A LA ACTORA, TAL APRECIACIÓN NO VIOLA GARANTÍAS INDIVIDUALES.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

AMPARO DIRECTO 230/76. CASA CHAPA, S.A. 23 DE JUNIO DE 1976. UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: ANGEL SUÁREZ TORRES. SECRETARIO: HUGO G. LARA HERNÁNDEZ.

GENEALOGÍA: 
INFORME 1976, TERCERA PARTE, TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, TESIS 94, PÁGINA 206.”

Asimismo, la Tesis aislada visible en la página 145 del Semanario Judicial de la Federación; Séptima Época; dictada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que prevé:

	“NEGATIVA FICTA. VALIDEZ DE NOTIFICACIONES. 

LA NEGATIVA FICTA SE CONFIGURA EN MATERIA FISCAL, CUANDO LAS AUTORIDADES NO DAN RESPUESTA A LAS INSTANCIAS DENTRO DEL TÉRMINO SEÑALADO EN LA LEY, O DENTRO DEL DE NOVENTA DÍAS, SI NO SE ESTABLECE OTRO. LUEGO PARA QUE LA NEGATIVA FICTA NO SE CONFIGURE, NO BASTA QUE LAS AUTORIDADES ADUZCAN HABER DICTADO LA RESOLUCIÓN PROCEDENTE, SINO QUE ES MENESTER QUE DEMUESTREN HABERLA NOTIFICADO LEGALMENTE AL INTERESADO, PUES UNA RESOLUCIÓN NO PUEDE CONSIDERARSE COMO UNA RESPUESTA SI NO ES NOTIFICADA A QUIEN CORRESPONDE, CON ANTERIORIDAD A LA IMPUGNACIÓN DE LA NEGATIVA FICTA. Y SI LA NOTIFICACIÓN RELATIVA Y OPORTUNA SE HACE VALER EN LA CONTESTACIÓN DE UNA DEMANDA FISCAL, Y ESA NOTIFICACIÓN ES IMPUGNADA, NO SE PUEDE RESOLVER SOBRE SI EXISTIÓ O NO, TAL NEGATIVA FICTA, SIN RESOLVER PREVIAMENTE SOBRE LA VALIDEZ DE LA NOTIFICACIÓN, INDEPENDIENTEMENTE DE LAS DEMÁS CUESTIONES QUE PUEDAN HABERSE PLANTEADO Y EN SU AMPLIACIÓN, CUANDO LA HUBO.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

AMPARO EN REVISIÓN 324/76. CONSTRUCTORA TÉCNICA, S.A. REPRESENTADA POR JOSÉ LUIS LEVI AGUIRRE. 10 DE AGOSTO DE 1976. UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: GUILLERMO GUZMÁN OROZCO.”


SÉPTIMO.- Establecida la existencia del acto reclamado, en el presente Considerando se procederá analizar la publicidad y naturaleza de la información solicitada, así como el marco jurídico aplicable al caso concreto.

Del análisis integral efectuado a la solicitud de acceso marcada con el número de folio 31216, se desprende que el C. XXXXXXXXX solicitó a la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, la información relativa a: 1.- La fecha y el cargo que ocupó la C. Sonia Carmona Dzul al momento de ingresar al Poder Judicial; 2.-  el método de selección o procedimiento aplicado mediante el cual seleccionaron a la referida para ocupar el cargo material de Proyectista Adscrita al Juzgado Cuarto Mixto de lo Civil y Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado; 3.- En caso, de que se haya aplicado un examen para ello requiero copia simple de los resultados obtenidos en el referido examen por dicha funcionaria; 4.- el número de expedientes que actualmente tiene a su cargo; 5.- copia simple de los recibos de nómina de la C. Sonia Carmona Dzul, correspondiente al mes de enero de los años dos mil doce, dos mil trece y dos mil dieciséis; 6.- Grado de afinidad y/o parentesco entre la C. Sonia Carmona Dzul y la Juez Rita Elvia Ortiz Noh; 7.- De haber existido la convocatoria para ocupar el cargo de Proyectista Adscrita al Juzgado Cuarto Mixto de lo Civil y Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado, deseo copia simple de la misma, o bien las fechas en las que fue publicada y los medios en los que se publicó, y 8.- de no haber existido convocatoria y/o procedimiento para ocupar dicho cargo, requiero que me indiquen la legislación y/o reglamento y/o motivo mediante el cual fue propuesta la C. Sonia Carmona Dzul para ocupar materialmente el mencionado cargo. 

Expuesto lo anterior, a continuación se determinará si la naturaleza de la información relativa al contenido 6.- Grado de afinidad y/o parentesco entre la C. Sonia Carmona Dzul y la Juez Rita Elvia Ortiz Noh, es considerada como datos personales y por lo tanto reviste naturaleza confidencial.

Con relación al acceso a datos personales, la fracción I del artículo 8 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, define que se considerarán “datos personales” como la información concerniente a una persona física, identificada o identificable, entre otra, la relativa a su origen racial o étnico, o que esté referida a las características físicas, morales o emocionales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología política, religiosa, filosófica o sindical, su estado de salud físico o mental, sus preferencias sexuales, claves informáticas o cibernéticas, códigos personales encriptados u otras análogas que afecten su intimidad. 

Por su parte, el artículo 17, fracción I de la Ley señala que se considera información confidencial, la relativa a los datos personales.

El artículo 23 de la Ley, precisa que los sujetos obligados no podrán difundir, distribuir o comercializar los datos personales contenidos en los sistemas de acceso a la información pública, desarrollados en el ejercicio de sus funciones, salvo que haya mediado el consentimiento expreso de los individuos a que haga referencia la información pública.

De igual manera, el ordinal 25 dispone que el Titular de la información o su legítimo representante, sin perjuicio de lo que dispongan otras leyes y previa acreditación de su identidad, podrá solicitar ante la Unidad de Acceso a la Información Pública respectiva, que se le proporcionen los datos personales que obren en un archivo o sistema determinado. La Unidad señalada, deberá entregar la información pública correspondiente en los plazos establecidos y conforme a los procedimientos previstos en esta Ley.

Por su parte, los Lineamientos Trigésimo Quinto fracciones V y VI y Trigésimo Octavo de los Lineamientos Generales para la Clasificación y Desclasificación de la Información en Posesión de los Sujetos Obligados de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, establecen,  respectivamente, lo siguiente:

Trigésimo Quinto.- Será confidencial la información que contenga datos personales de una persona física identificada o identificable y de manera enunciativa y no limitativa la relativa a:

V. Vida afectiva; 

VI. Vida familiar;

Trigésimo Octavo.- La información confidencial que los particulares proporcionen a las dependencias y entidades para fines estadísticos, que éstas obtengan de registros administrativos o aquellos que contengan información relativa al estado civil de las personas, no podrán difundirse en forma nominativa o individualizada, o de cualquier otra forma que permita la identificación inmediata de los interesados, o conduzcan, por su estructura, contenido o grado de desagregación a la identificación individual de los mismos. 
En la misma tesitura, cabe señalar que la recurrente relacionó específicamente a ciertas personas respecto al contenido de información solicitado, esto es, Grado de afinidad y/o parentesco entre la C. Sonia Carmona Dzul y la Juez Rita Elvia Ortiz Noh.
En otras palabras, en los casos en los cuales se requiere conocer si una persona cuenta o no con parientes consanguíneos y afines, así como sus cónyuges, no resulta procedente señalar si se cuenta o no, en virtud de que ello, en sí mismo, forma parte de la privacidad de la persona de que se trate. 

Se dice lo anterior, toda vez que las características de los parientes consanguíneos y los cónyuges de una persona física guardan relación directa con la vida afectiva y familiar de dicha persona inciden directamente en las características de la misma en relación con su intimidad, por lo cual efectivamente se tratan de datos personales. 

En este tenor, en razón del derecho a la protección de la privacidad que tiene toda persona, la información solicitada relacionada con la existencia o no de los cónyuges o parientes consanguíneos de las personas físicas mencionadas, constituye información confidencial con fundamento en el artículo 17, fracción I de la Ley de la Materia en relación a con el artículo 8, fracción I de la Ley en cita.

Por último, es de señalar que el artículo 2 de la Ley de Acceso a la Información pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, al señalar como objetivos de la misma tanto transparentar la gestión pública mediante la información que generen los sujetos obligados y favorecer la rendición de cuentas a los ciudadano, de manera que puedan valorar el desempeño de los sujetos obligados, como garantizar la protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados. Es decir, ambos objetivos igualmente importantes y tienen la misma jerarquía normativa, y su observancia, esto es, el cumplimiento de ambos, contribuye a la democratización de la sociedad mexicana y la plena vigencia del Estado de Derecho, en términos del citado artículo 2 de la Ley.

OCTAVO.- Establecido lo anterior, en el presente considerando se analizará la publicidad de los contenidos: 1.- La fecha y el cargo que ocupó la C. Sonia Carmona Dzul al momento de ingresar al Poder Judicial; 2.- el método de selección o procedimiento aplicado mediante el cual seleccionaron a la referida para ocupar el cargo material de Proyectista Adscrita al Juzgado Cuarto Mixto de lo Civil y Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado; 3.- En caso, de que se haya aplicado un examen para ello requiero copia simple de los resultados obtenidos en el referido examen por dicha funcionaria; 4.- el número de expedientes que actualmente tiene a su cargo; 5.- Requiero copia simple de los recibos de nómina de la C. Sonia Carmona Dzul, correspondiente al mes de enero de los años dos mil doce, dos mil trece y dos mil dieciséis; 7.- De haber existido la convocatoria para ocupar el cargo de Proyectista Adscrita al Juzgado Cuarto Mixto de lo Civil y Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado, deseo copia simple de la misma, o bien las fechas en las que fue publicada y los medios en los que se publicó, y 8.- de no haber existido convocatoria y/o procedimiento para ocupar dicho cargo, requiero que me indiquen la legislación y/o reglamento y/o motivo mediante el cual fue propuesta la C. Sonia Carmona Dzul para ocupar materialmente el mencionado cargo. 
El artículo 9 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, vigente a la fecha de interposición del medio de impugnación que nos ocupa, establece que los sujetos obligados deberán poner a disposición del público la información siguiente:

“ARTÍCULO 9.- LOS SUJETOS OBLIGADOS, DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN ESTA LEY, DEBERÁN PUBLICAR Y MANTENER ACTUALIZADA, SIN NECESIDAD DE QUE MEDIE SOLICITUD ALGUNA, Y A DISPOSICIÓN DE LOS CIUDADANOS EN LAS UNIDADES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, LA INFORMACIÓN PÚBLICA SIGUIENTE:

…

III.- EL DIRECTORIO DE SERVIDORES PÚBLICOS, DESDE EL NIVEL DE JEFE DE DEPARTAMENTO O SUS EQUIVALENTES HASTA EL NIVEL DEL FUNCIONARIO DE MAYOR JERARQUÍA, CON NOMBRE, DOMICILIO OFICIAL, NÚMERO TELEFÓNICO OFICIAL Y, EN SU CASO, DIRECCIÓN ELECTRÓNICA OFICIAL.

IV.- EL TABULADOR DE DIETAS, SUELDOS Y SALARIOS; EL SISTEMA DE PREMIOS, ESTÍMULOS Y RECOMPENSAS Y LAS REGLAS PARA SU APLICACIÓN; ASÍ COMO UNA LISTA CON EL IMPORTE EJERCIDO POR CONCEPTO DE GASTOS DE REPRESENTACIÓN EN EL EJERCICIO DEL ENCARGO O COMISIÓN;

…

VIII.- EL MONTO DEL PRESUPUESTO ASIGNADO, ASÍ COMO LOS INFORMES SOBRE SU EJECUCIÓN...”

…

ARTÍCULO 19.- EN NINGÚN CASO, PODRÁ CALIFICARSE COMO DE CARÁCTER PERSONAL Y POR TANTO RESERVADA O CONFIDENCIAL, LA INFORMACIÓN RELATIVA A LAS DIETAS, SUELDOS, SALARIOS O REMUNERACIONES Y EN GENERAL CUALQUIER INGRESO, INDEPENDIENTEMENTE DE SU DENOMINACIÓN, PERCIBIDO CON MOTIVO DEL EJERCICIO DE CARGOS, EMPLEOS O COMISIONES DE CARÁCTER PÚBLICO.”
Cabe precisar que dentro de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, hay que distinguir entre la información que los sujetos obligados ponen a disposición del público por ministerio de Ley y sin que medie solicitud alguna, y las solicitudes de acceso a información que formulen los particulares que deben ser respondidas por aquéllos de conformidad con lo establecido en el citado ordenamiento jurídico.

En esta tesitura, el artículo 9 de la Ley de la Materia establece que los sujetos obligados, deberán publicar, mantener actualizada y poner a disposición de los ciudadanos la información pública prevista en las fracciones contenidas en ese numeral.
Por lo tanto, la información relativa al contenido 5.- copia simple de los recibos de nómina de la C. Sonia Carmona Dzul, correspondiente al mes de enero de los años dos mil doce, dos mil trece y dos mil dieciséis, se colige que si bien el ordinal 9 de la Ley en cita implica que la información relativa a los sueldos y salarios de los servidores públicos, revisten naturaleza pública; pese a esto, la citada Ley no constriñe a los sujetos obligados a publicar la nómina, mas esta circunstancia no presupone que dicha información no sea de carácter público. En otras palabras, la información que describe la Ley invocada en el citado ordinal no es limitativa para su publicidad sino que únicamente establece las obligaciones mínimas de transparencia que todo sujeto obligado debe cumplir en lo que atañe a los servidores públicos, tan es así que la propia Ley en el numeral 19 regula como información pública la relativa a las dietas, sueldos, salarios o remuneraciones y, en general, cualquier ingreso percibido con motivo del ejercicio de sus cargos o empleos; por consiguiente, se infiere que en cuanto a la información solicitada por el impetrante, esto es, la nómina del personal del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, Yucatán correspondiente al mes de enero de los años dos mil doce, dos mil trece y dos mil dieciséis, es de carácter público, ya que las Unidades Administrativas que le conforman están integradas por servidores públicos y no les exime dicha norma.

Lo anterior, se robustece con la fracción VIII del ordinal 9 de la aludida Ley, pues su espíritu es la publicidad de la información relativa al monto del presupuesto asignado, así como los informes sobre su ejecución. Esto es, nada impide que los interesados tengan acceso a esta clase de información que por definición legal es pública; máxime, que permite a la ciudadanía conocer cuál fue el monto del presupuesto ejercido por el Sujeto Obligado para el período correspondiente.  
En tanto, los documentos que amparen un gasto o erogación efectuada por el Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, como en la especie, serían aquéllos que contengan las prestaciones a favor de los servidores públicos, correspondiente al mes de enero de los años dos mil doce, dos mil trece y dos mil dieciséis, tal y como solicitó el hoy inconforme, es información vinculada con el ejercicio del presupuesto asignado a los Sujetos Obligados, es decir con la ejecución de dicho presupuesto por parte del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial.

En este sentido, se colige que si bien el artículo 9 de la Ley implica que la información relativa a los sueldos y salarios de los servidores públicos reviste naturaleza pública, lo cierto es que no constriñe a los sujetos obligados a publicar los recibos de nómina, sin embargo, esta circunstancia no presupone que esta información no sea de carácter público.
En otras palabras, la información que describe la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán en su artículo 9 no es limitativa para su publicidad sino que únicamente establece las obligaciones mínimas de transparencia que todo sujeto obligado debe cumplir en lo que atañe a los servidores públicos, tan es así que la propia Ley en el artículo 19 regula como información pública la relativa a las dietas, sueldos, salarios o remuneraciones y, en general, cualquier ingreso percibido con motivo del ejercicio de sus cargos o empleos; consecuentemente, se infiere que la nómina del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, es de carácter público, ya que los que trabajan en ella son servidores públicos y no les exime dicha norma.

En lo concerniente a los contenidos de información: 1.- La fecha y el cargo que ocupó la C. Sonia Carmona Dzul al momento de ingresar al Poder Judicial; 2.-  el método de selección o procedimiento aplicado mediante el cual seleccionaron a la referida para ocupar el cargo material de Proyectista Adscrita al Juzgado Cuarto Mixto de lo Civil y Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado; 3.- En caso, de que se haya aplicado un examen para ello requiero copia simple de los resultados obtenidos en el referido examen por dicha funcionaria; 4.- el número de expedientes que actualmente tiene a su cargo, 7.- De haber existido la convocatoria para ocupar el cargo de Proyectista Adscrita al Juzgado Cuarto Mixto de lo Civil y Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado, deseo copia simple de la misma, o bien las fechas en las que fue publicada y los medios en los que se publicó; y 8.- de no haber existido convocatoria y/o procedimiento para ocupar dicho cargo, requiero que me indiquen la legislación y/o reglamento y/o motivo mediante el cual fue propuesta la C. Sonia Carmona Dzul para ocupar materialmente el mencionado cargo, constituyen información pública, toda vez que de conformidad al artículo 4 de la Ley en comento, es información pública todo documento, registro, archivo o cualquier dato que se recopile, procese o posean los sujetos obligados, y en virtud de no actualizar ninguna de las hipótesis de reserva y confidencialidad previstas en los numerales 13 y 17, respectivamente, de la propia norma.
NOVENO.- Expuesta la publicidad de la información, en el presente apartado se expondrá el marco normativo aplicable al caso, a fin de establecer la competencia de la Unidad Administrativa que por sus funciones pudiera conocer de la información peticionada.
Como primer punto, se hace referencia que la nómina es considerada como el documento que a modo de recibo de salario individual y justificativo se entrega al trabajador por la prestación de un trabajo.

La Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado y Municipios de Yucatán, en su artículo 39 dispone:

“ARTÍCULO 39.- LOS PAGOS A LOS TRABAJADORES SE HARÁN PRECISAMENTE EN FORMA PUNTUAL LOS DÍAS 15 Y ÚLTIMO DE CADA MES, HACIÉNDOLES ENTREGA EN LA UBICACIÓN DE LAS DEPENDENCIAS DONDE LABORAN, LOS CHEQUES EXPEDIDOS EN SU FAVOR POR LAS CANTIDADES QUE CUBRAN SU SUELDO Y LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE TUVIESEN DERECHO, ACOMPAÑADOS DEL TALÓN RESPECTIVO DONDE FIGUREN LOS DIFERENTES CONCEPTOS.
EN LOS CASOS DE TRABAJADORES QUE PRESTEN SERVICIOS EN FORMA EVENTUAL POR TIEMPO FIJO U OBRA DETERMINADA, LOS PAGOS PODRÁN EFECTUARSE CADA SEMANA Y EN EFECTIVO EN MONEDA NACIONAL.”

Del artículo citado se desprende que los trabajadores que prestan un servicio al Estado y a los Municipios de Yucatán, se les entrega un “talón” en el cual obran datos como el sueldo y demás prestaciones que reciban, mismo documento que no es otro más que la nómina.

La Constitución Política del Estado de Yucatán, en su parte conducente, dispone:

“ARTÍCULO 16.- EL PODER PÚBLICO DEL ESTADO DE YUCATÁN SE DIVIDE, PARA SU EJERCICIO, EN LEGISLATIVO, EJECUTIVO Y JUDICIAL.

NO PODRÁN REUNIRSE DOS O MÁS DE ESTOS PODERES EN UNA SOLA PERSONA O CORPORACIÓN, NI DEPOSITARSE EL LEGISLATIVO EN UN CONGRESO FORMADO POR MENOS DIPUTADOS QUE LOS SEÑALADOS EN EL ARTÍCULO 116 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

…
ARTÍCULO 64.- EL PODER JUDICIAL DEL ESTADO SE DEPOSITA EN EL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA, EN EL TRIBUNAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO Y DE LOS MUNICIPIOS, EN LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA Y EN LOS DEMÁS ESTABLECIDOS O QUE EN ADELANTE ESTABLEZCA LA LEY. EN EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL IMPARTIRÁ JUSTICIA CON APEGO A LOS PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA, IMPARCIALIDAD, INDEPENDENCIA, LEGALIDAD, OBJETIVIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA.

…

LA ADMINISTRACIÓN, VIGILANCIA Y DISCIPLINA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO, CON EXCEPCIÓN DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA, ESTARÁ A CARGO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUDICIAL, DE CONFORMIDAD CON LAS BASES QUE ESTABLEZCAN ESTA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES.

…
ARTÍCULO 72.- EL CONSEJO DE LA JUDICATURA ES EL ÓRGANO DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO, DOTADO DE AUTONOMÍA TÉCNICA Y DE GESTIÓN, AL QUE CORRESPONDE CONOCER Y RESOLVER TODOS LOS ASUNTOS SOBRE LA ADMINISTRACIÓN, VIGILANCIA Y DISCIPLINA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO, QUE NO ESTÉN RESERVADOS DE MANERA EXCLUSIVA A LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA, DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONGAN ESTA CONSTITUCIÓN Y LA LEY.

…


LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DETERMINARÁ LAS DEMÁS ATRIBUCIONES QUE CORRESPONDAN AL CONSEJO DE LA JUDICATURA.

…”

Del mismo modo, la Ley de Fiscalización de la Cuenta Pública del Estado de Yucatán, publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el día veintidós de diciembre de dos mil once, estipula:

“ARTÍCULO 3.- PARA LOS EFECTOS DE ESTA LEY, SE ENTENDERÁ POR:

…

VI.- ENTIDADES FISCALIZADAS:

…

C) EL PODER JUDICIAL, SUS DEPENDENCIAS Y ÓRGANOS;

…
VII.- FISCALIZACIÓN: LA FACULTAD ORIGINARIA DEL CONGRESO DEL ESTADO, EJERCIDA POR CONDUCTO DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO, PARA REVISAR Y DICTAMINAR EL CONTENIDO DE LA CUENTA PÚBLICA A CARGO DE LAS ENTIDADES FISCALIZADAS; 

…

ARTÍCULO 4.- LA FISCALIZACIÓN Y REVISIÓN DEL GASTO Y CUENTA PÚBLICA, ESTARÁ A CARGO DEL CONGRESO DEL ESTADO A TRAVÉS DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO. 

LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO ES UN ÓRGANO DEL PODER LEGISLATIVO, RESPONSABLE DE FISCALIZAR EL EJERCICIO DE LOS RECURSOS PÚBLICOS, CON AUTONOMÍA TÉCNICA, PRESUPUESTAL Y DE GESTIÓN PARA EL EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES, ASÍ COMO PARA DECIDIR SOBRE SU ORGANIZACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y RESOLUCIONES.

…

ARTÍCULO 10.- LAS ENTIDADES FISCALIZADAS ESTARÁN OBLIGADAS A CONSERVAR LOS DOCUMENTOS COMPROBATORIOS Y JUSTIFICATIVOS, ASÍ COMO LOS LIBROS PRINCIPALES DE CONTABILIDAD CONFORME A LO ESTABLECIDO EN EL REGLAMENTO DE ESTA LEY. 

LA BAJA DE LOS DOCUMENTOS JUSTIFICATORIOS O COMPROBATORIOS QUE DEBAN CONSERVARSE, MICROFILMARSE O PROCESARSE ELECTRÓNICAMENTE SE AJUSTARÁN A LO QUE ESTABLEZCA EL REGLAMENTO....”

Por su parte, el Reglamento de la Ley de Fiscalización de la Cuenta Pública del Estado de Yucatán, precisa:

“ARTÍCULO 25.- LAS ENTIDADES FISCALIZADAS ESTÁN OBLIGADAS A CONSERVAR DURANTE 5 AÑOS, LOS LIBROS Y REGISTROS DE CONTABILIDAD, ASÍ COMO LA INFORMACIÓN FINANCIERA CORRESPONDIENTE Y LOS DOCUMENTOS JUSTIFICATIVOS Y COMPROBATORIOS DE SUS OPERACIONES RELACIONADOS CON LA RENDICIÓN DE CUENTA PÚBLICA, ASÍ COMO TENERLA A DISPOSICIÓN DE LA ASEY CUANDO ÉSTA LA REQUIERA, POR LO QUE DEBERÁN CONSERVARLA EN CONDICIONES QUE PERMITAN EL CUMPLIMIENTO DE LOS OBJETIVOS DE LA FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA, RESGUARDÁNDOLA EN LA MISMA ENTIDAD FISCALIZADA O EN OTRO LUGAR SEGURO Y ADECUADO.”
La Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado De Yucatán, determina: 
“… 

TITULO SEXTO 

DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES
NATURALEZA Y COMPETENCIA MATERIAL 
ARTÍCULO 105.- EL CONSEJO DE LA JUDICATURA ES EL ÓRGANO DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO, DOTADO DE AUTONOMÍA TÉCNICA Y DE GESTIÓN, AL QUE CORRESPONDE CONOCER Y RESOLVER TODOS LOS ASUNTOS SOBRE LA ADMINISTRACIÓN, VIGILANCIA Y DISCIPLINA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO, QUE NO ESTÉN RESERVADOS DE MANERA EXCLUSIVA A LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA, DE CONFORMIDAD CON LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO Y ESTA LEY. 
…
DIRECCIONES, UNIDADES Y ÓRGANOS TÉCNICOS 
ARTÍCULO 112.- PARA EL EFICAZ EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES, EL CONSEJO DE LA JUDICATURA, CONTARÁ CON LAS SIGUIENTES DIRECCIONES, UNIDADES Y ÓRGANOS TÉCNICOS: 
I. DIRECCIONES: 
A) ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, 
….
CAPÍTULO VI
DE LAS DIRECCIONES DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
SECCIÓN PRIMERA
DE LA DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS ATRIBUCIONES
ARTÍCULO 126. LA DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS TENDRÁ LAS SIGUIENTES ATRIBUCIONES: 
I.- DAR CUMPLIMIENTO A LOS ACUERDOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA EN RELACIÓN CON EL PRESUPUESTO DEL PODER JUDICIAL; 
…

VI.- LLEVAR LA CONTABILIDAD DEL PODER JUDICIAL, CON EXCEPCIÓN DE LA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA; LLEVAR LOS LIBROS OFICIALES A QUE SE CONTRAE LA LEY DE LA MATERIA; RECABAR DE LOS RESPONSABLES EL MOVIMIENTO ECONÓMICO DIARIO, CON LOS CORRESPONDIENTES COMPROBANTES DE CAJA, ASÍ COMO PRACTICAR, CADA FIN DE MES, EL ARQUEO Y SEMESTRALMENTE, LA AUDITORÍA PARA VERIFICAR LA CORRECTA ADMINISTRACIÓN DE FONDOS E INFORMAR AL CONSEJO;
…
VIII.- PROPONER AL PLENO DEL CONSEJO, POR CONDUCTO DE SU PRESIDENTE, LAS NORMAS, LINEAMIENTOS Y POLÍTICAS EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS HUMANOS, REMUNERACIÓN Y DESARROLLO PARA LOS SERVIDORES PÚBLICOS JUDICIALES, EN COORDINACIÓN CON LA ESCUELA JUDICIAL; 
…
X.- LLEVAR EL CONTROL DE ASISTENCIA DEL PERSONAL Y MANTENER ACTUALIZADOS LOS EXPEDIENTES DE CADA UNO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE PRESTAN SUS SERVICIOS EN EL PODER JUDICIAL, ASÍ COMO REVISAR EL REGISTRO DE ENTRADAS Y SALIDAS DEL PERSONAL, CON EXCEPCIÓN DEL ADSCRITO AL TRIBUNAL SUPERIOR; 
…
XV.- AUTORIZAR EL PAGO DE LAS REMUNERACIONES QUE DEVENGUEN LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL; 
XVI.- ADMINISTRAR EL ARCHIVO GENERAL DEL PODER JUDICIAL PARA EL RESGUARDO DE LOS EXPEDIENTES DE LOS PROCESOS CONCLUIDOS Y DEMÁS DOCUMENTACIÓN QUE DEBA PRESERVARSE; 
ARTÍCULO 127.- LAS FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS SERÁN EJERCIDAS POR UN TITULAR, QUIEN PODRÁ APOYARSE EN LOS SERVIDORES PÚBLICOS A SU CARGO, DE ACUERDO A LAS DISPOSICIONES APLICABLES, SIN QUE ELLO IMPLIQUE DISMINUCIÓN EN LA RESPONSABILIDAD QUE CONLLEVA SU CARGO. 
LA DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS CONTARÁ CON EL PERSONAL QUE DESIGNE EL CONSEJO DE LA JUDICATURA, CONFORME A LOS ACUERDOS GENERALES QUE AL EFECTO SE EXPIDAN Y QUE PERMITA EL PRESUPUESTO.
…”
De la normatividad previamente expuesta, se advierte:

· Que el Poder Público del Estado se divide para su ejercicio en: Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

· Que el Poder Judicial es el encargado de impartir justicia y aplicar las leyes de carácter general en materia constitucional, civil, familiar, mercantil, de justicia para adolescentes, penal, fiscal, administrativa y laboral, en los términos que establece la normatividad aplicable en la materia, para ello se deposita en diversos órganos, entre ellos el Tribunal Superior de Justicia en el Estado y los Juzgados de Primera Instancia.

· Que el Consejo de la Judicatura, es el órgano del Poder Judicial dotado de autonomía técnica y de gestión el cual se encarga de la administración, vigilancia y disciplina del mismo, con excepción de lo encomendado al Tribunal Superior de Justicia, y a su vez, es quien determina el número de juzgados de primera instancia conforme a las necesidades de trabajo y de conformidad al presupuesto que detenta.

· Que entre las diversas direcciones con las que cuenta el Consejo de la Judicatura, se encuentra la Dirección de Administración y Finanzas, quien es la encargada de proponer al Pleno del Consejo, a través de su Presidente, las normas, lineamientos y políticas en materia de administración de recursos humanos, remuneración y desarrollo para los servidores públicos judiciales; llevar la contabilidad del Poder Judicial; llevar el control de asistencia del personal y mantener actualizados los expedientes de cada uno de los servidores públicos que prestan sus servicios en el Poder Judicial, así como revisar el registro de entradas y salidas del personal; autorizar el pago de las remuneraciones que devenguen los servidores públicos del poder judicial y administrar el archivo General del Poder Judicial para el resguardo de los expedientes de los procesos concluidos y demás documentación que deba preservarse.
· Que los entes fiscalizados están constreñidos a resguardar la documentación comprobatoria por un lapso de cinco años para efectos de ser revisada por la Auditoría Superior del Estado de Yucatán.
En mérito de lo antes expuesto, se desprende que al ser del interés del impetrante obtener los contenidos de información: 1.- La fecha y el cargo que ocupó la C. Sonia Carmona Dzul al momento de ingresar al Poder Judicial; 2.-  el método de selección o procedimiento aplicado mediante el cual seleccionaron a la referida para ocupar el cargo material de Proyectista Adscrita al Juzgado Cuarto Mixto de lo Civil y Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado; 3.- En caso, de que se haya aplicado un examen para ello requiero copia simple de los resultados obtenidos en el referido examen por dicha funcionaria; 4.- el número de expedientes que actualmente tiene a su cargo, 7.- De haber existido la convocatoria para ocupar el cargo de Proyectista Adscrita al Juzgado Cuarto Mixto de lo Civil y Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado, deseo copia simple de la misma, o bien las fechas en las que fue publicada y los medios en los que se publicó; y 8.- de no haber existido convocatoria y/o procedimiento para ocupar dicho cargo, requiero que me indiquen la legislación y/o reglamento y/o motivo mediante el cual fue propuesta la C. Sonia Carmona Dzul para ocupar materialmente el mencionado cargo, la Unidad Administrativa que resulta competente para detentarles en sus archivos es la Dirección de Administración y Finanzas del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, pues acorde al marco jurídico planteado, al encargarse de proponer al Pleno del Consejo, a través de su Presidente, las normas, lineamientos y políticas en materia de administración de recursos humanos, remuneración y desarrollo para los servidores públicos judiciales; llevar la contabilidad del Poder Judicial, llevar el control de asistencia del personal y mantener actualizados los expedientes de cada uno de los servidores públicos que prestan sus servicios en el Poder Judicial, se puede inferir que tiene conocimiento de dichos contenidos de información, por lo que resulta inconcuso, que pudiera poseer un documento que contuviera lo solicitado.

En lo que respecta al contenido de información 5) copia simple de los recibos de nómina de la C. Sonia Carmona Dzul, correspondiente al mes de enero de los años dos mil doce, dos mil trece y dos mil dieciséis, atento a que la información solicitada por el impetrante versa en el documento del cual se pueda desprender el sueldo que de manera quincenal percibe la C. Sonia Carmona Dzul, en específico, los inherentes a la primera y segunda quincena de los meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, de los años dos mil doce y dos mil trece, así como las diversas de los meses de enero y febrero del año dos mil dieciséis, que tal y como quedó asentado en el apartado NOVENO de la presente determinación es considerado de naturaleza pública, pues refleja un egreso realizado por los sujetos obligados, en específico la erogación que hubiera efectuado el Poder Judicial del Estado, por concepto de pago a sus trabajadores, correspondiente a la primera y segunda quincena de los meses de enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, de los años dos mil doce y dos mil trece, así como las diversas de los meses de enero y febrero del año dos mil dieciséis, de la C. Sonia Carmona Dzul, se discurre que las Unidad Administrativa competente en la especie, que pudieran resguardar la información peticionada, es la Dirección de Administración Y finanzas del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado.
Se dice lo anterior, pues acorde al marco jurídico planteado, la citada Unidad administrativa tiene entre sus atribuciones llevar la contabilidad del Poder Judicial y autorizar el pago de las remuneraciones que devenguen los servidores públicos del Poder Judicial; por lo que, resulta inconcuso que pudiera detentar la información peticionada en sus archivos.

Ulteriormente, y toda vez que no sólo ha quedado demostrada la posible existencia de la información solicitada en los archivos del sujeto obligado, sino también que reviste naturaleza pública, se considera procedente revocar la negativa ficta por parte de la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, recaída a la solicitud de acceso que incoara el presente medio de impugnación.

DÉCIMO.- Independientemente de lo anterior, no pasa inadvertido para este Órgano Colegiado, que en autos consta la determinación de fecha siete de marzo de dos mil dieciséis, misma que no se entrará a su estudio toda vez que ésta no forma parte de la litis pues ésta se constituye con el acto reclamado y el escrito inicial; máxime, que no fue impugnado por el particular, y éste no realizó manifestación alguna de la vista que se le diere de las constancias aludidas a través del acuerdo de fecha veinte de abril del año en curso.  

UNDÉCIMO.- Finalmente, es dable destacar lo argüido por la autoridad en su escrito de fecha doce de abril de dos mil dieciséis, en específico, lo siguiente:
“II. de conformidad con los argumentos hechos vales, DICTAR ACUERDO EN EL QUE SE DECLARE IMPROCEDENTE SOBRESEYENDO EL RECURSO DE INCONFORMIDAD 130/2016 EN MATERIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA CONTRA EL TRIBUNAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE YUCATÁN POR SER INEXISTENTE… Y CON LO QUE RESPECTA A LA SOLICITUD 31216 POR NO CONFIGURARSE LA NEGATIVA FICTA… DADO QUE SE DIO RESPUESTA A LA MISMA EL SIETE DE MARZO DE DOS MIL DIECISÉIS.”


Al respecto, se determina que no resulta ajustado a derecho lo vertido por la autoridad, pues en la especie no se acreditó la inexistencia del acto incoado por parte del particular, esto es, la negativa ficta, por lo que no resulta procedente el sobreseimiento del presente asunto, esto, acorde a lo establecido en el Considerando SEXTO de la presente definitiva, por lo que se tienen por reproducidas las argumentaciones plasmadas en el citado Considerando.
DUODÉCIMO.- Con todo, se revoca la negativa ficta por parte de la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, y se le instruye para que realice lo siguiente:
·  Emita resolución, para efectos que se declare incompetente y realice la orientación respectiva, acorde a lo expuesto en el Considerando NOVENO de la presente definitiva, en ambos casos, con la debida fundamentación y motivación en que respalde su dicho; es decir, emita resolución a través de la cual cite los preceptos legales y los fundamentos esgrimidos en el Considerando antes citado.
· Notifique al recurrente su determinación. Y
· Envíe a este Órgano Colegiado las documentales que acrediten las gestiones efectuadas a fin de dar cumplimiento a la presente definitiva. 

Por lo antes expuesto y fundado, se
R E S U E L V E
PRIMERO. Con fundamento en el artículo 48, penúltimo párrafo, de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, vigente a la fecha de interposición del recurso de inconformidad que nos atañe, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo segundo transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán; se revoca la negativa ficta por parte de la Unidad de Acceso a la Información Pública del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial, de conformidad a lo señalado en los Considerandos SEXTO, SÉPTIMO, OCTAVO, NOVENO, DÉCIMO, UNDÉCIMO y DUODÉCIMO de la presente resolución.
SEGUNDO.- Acorde a lo establecido en el numeral 49 F de la Ley aplicable en el presente asunto, la Unidad de Acceso constreñida, deberá dar cumplimiento al Resolutivo Primero de esta determinación en un término no mayor de DIEZ días hábiles, contados a partir que cause estado la misma, esto es, el plazo antes aludido comenzará a correr a partir del día hábil siguiente al de la notificación de la presente resolución, apercibiéndole que en caso de no hacerlo, el suscrito Órgano Colegiado procederá conforme al segundo párrafo del citado numeral, por lo que deberá informar su cumplimiento a esta Máxima Autoridad anexando las constancias correspondientes.
TERCERO.- En virtud que del cuerpo del escrito inicial se advirtió que los datos inherentes a la dirección proporcionada por el recurrente a fin de oír y recibir las notificaciones que se deriven con motivo del procedimiento que nos atañe, resultaron ser insuficientes, pues omitió indicar la calle, cruzamientos, número de predio, los cruzamientos y la colonia o fraccionamiento, o bien, cualquier otro dato que permita su ubicación; resultando imposible establecer el domicilio legal del inconforme para la práctica de las notificaciones; por lo cual, con fundamento en el ordinal 34, fracción I de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, este Órgano Colegiado, determina que la notificación respectiva se realice de manera personal al particular, de conformidad a los preceptos legales 25 y 32 del Código de Procedimientos Civiles de Yucatán, aplicados supletoriamente de conformidad al diverso 49, de la Ley en cita; lo anterior, solamente en el supuesto que éste acuda a las oficinas de este Instituto al día hábil siguiente al de la emisión de la presente resolución, dentro del horario correspondiente, es decir, el día treinta y uno de agosto del año dos mil dieciséis de las ocho a las dieciséis horas, por lo que se comisiona para realizar dicha notificación a la Licenciada en Derecho, Karla Alejandra Pérez Torres, Proyectista de la Secretaría Técnica de este Instituto; ahora, en el supuesto que el interesado no se presente en la fecha y hora antes señaladas, previa constancia de inasistencia que levante la citada Pérez Torres, las notificaciones correspondientes se efectuarán a través del Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, en los términos establecidos en los artículos 34 y 35 del referido Código, facultando para tales efectos a los Coordinadores de Sustanciación de la referida Secretaría, indistintamente uno del otro.
CUARTO.- Con fundamento en el artículo 34 fracción I de la Ley en cita, el Órgano Colegiado ordena que la notificación de la presente determinación inherente a la autoridad, se realice de manera personal, de conformidad a los artículos 25 y 36 del Código de Procedimientos Civiles de Yucatán, aplicados de manera supletoria acorde al diverso 49 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, vigente.
QUINTO.- Cúmplase.
Así lo resolvieron por unanimidad y firman, las Licenciadas en Derecho, Susana Aguilar Covarrubias y María Eugenia Sansores Ruz y el Ingeniero Civil, Víctor Manuel May Vera, Comisionada Presidenta y Comisionados, respectivamente, del Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, con fundamento en los numerales 30, párrafo primero, y 34, fracción I, de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Yucatán, y 8 fracción XV del Reglamento Interior del Instituto Estatal de Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán, en sesión del treinta de agosto de dos mil dieciséis.- - -  
LICDA. SUSANA AGUILAR COVARRUBIAS         

COMISIONADA PRESIDENTA

LICDA. MARÍA EUGENIA SANSORES RUZ                              ING. VÍCTOR MANUEL MAY VERA
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